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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
21653 Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2022.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2022 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Los efectos de la crisis sanitaria provocada por la pandemia de COVID-19 ejercieron 
una evidente influencia en los Presupuestos Generales del Estado para 2021, que 
presentaron una clara orientación hacia la recuperación económica y social.

La activación de la cláusula de salvaguardia aconsejada por la Comisión Europea en 
marzo de 2020 y la consiguiente suspensión temporal de las reglas fiscales del Pacto de 
Estabilidad y Crecimiento aportaron la flexibilidad presupuestaria necesaria para afrontar 
el esfuerzo de superación de los efectos adversos de la crisis. cv
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Disposición adicional nonagésima octava. Plan de Empleo de Andalucía.

Durante el año 2022, el Servicio Público de Empleo Estatal aportará la cantidad de 50 
millones de euros para la financiación de un Plan de Empleo de Andalucía, para la 
realización de medidas que incrementen el empleo. Esta aportación financiera tiene el 
carácter de subvención nominativa, habida cuenta de su consignación en el estado de 
gastos del presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

Las medidas concretas a desarrollar y el periodo de ejecución del Plan, que podrá 
extenderse durante 2023, así como la aportación en 2022 citada para el Plan de Empleo 
de Andalucía, se instrumentarán mediante un convenio a celebrar entre el Servicio Público 
de Empleo Estatal y la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición adicional nonagésima novena. Plan de Empleo de Extremadura.

Durante el año 2022, el Servicio Público de Empleo Estatal aportará la cantidad de 15 
millones de euros para la financiación de un Plan de Empleo de Extremadura, para la 
realización de medidas que incrementen el empleo. Esta aportación financiera tiene el 
carácter de subvención nominativa, habida cuenta de su consignación en el estado de 
gastos del presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

Las medidas concretas a desarrollar y el periodo de ejecución del Plan, que podrá 
extenderse durante 2023, así como la aportación en 2022 citada para el Plan de Empleo 
de Extremadura, se instrumentarán mediante un convenio a celebrar entre el Servicio 
Público de Empleo Estatal y la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición adicional centésima. Aportación financiera del Servicio Público de Empleo 
Estatal al Plan Integral de Empleo de Canarias, en aplicación de lo dispuesto en la 
disposición adicional tercera del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre.

De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional tercera del texto refundido de 
la Ley de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, el 
Servicio Público de Empleo Estatal durante el año 2022 aportará la cantidad de 42 millones 
de euros, para la financiación de un Plan Integral de Empleo de Canarias para la realización 
de medidas que incrementen el empleo. Esta aportación financiera tiene el carácter de 
subvención nominativa, habida cuenta de su consignación en el estado de gastos del 
presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

Las medidas concretas a desarrollar y el periodo de ejecución del Plan, que podrá 
extenderse durante 2023, así como la aportación en 2022 citada para el Plan Integral de 
Empleo de Canarias, se instrumentarán mediante un convenio a celebrar entre el Servicio 
Público de Empleo Estatal y la Comunidad Autónoma de Canarias.

VII

Disposición adicional centésima primera. Determinación del indicador público de rentas 
de efectos múltiples (IPREM) para 2022.

De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 3/2004, de 25 
de junio, para la racionalización de la regulación del salario mínimo interprofesional y para 
el incremento de su cuantía, el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) 
tendrá las siguientes cuantías durante 2022:

a) EL IPREM diario, 19,30 euros.
b) El IPREM mensual, 579,02 euros.
c) El IPREM anual, 6.948,24 euros.
d) En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional ha sido 

sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en el Real Decreto-
ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será de 8.106,28 euros cuando las cv
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correspondientes normas se refieran al salario mínimo interprofesional en cómputo anual, 
salvo que expresamente excluyeran las pagas extraordinarias; en este caso, la cuantía 
será de 6.948,24 euros.

Disposición adicional centésima segunda. Financiación de la formación profesional para 
el empleo.

Uno. Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes de la 
cuota de formación profesional se destinarán a financiar los gastos del sistema de 
formación profesional para el empleo regulados por la normativa vigente, incluyendo los 
correspondientes a programas públicos de empleo y formación y otros que pudieran 
establecerse reglamentariamente, todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las 
empresas y los trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus 
necesidades del mercado laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada en el 
conocimiento.

Dos. El Servicio Público de Empleo Estatal gestionará los programas de formación 
profesional para el empleo, que le correspondan normativamente, con cargo a los créditos 
en su presupuesto de gastos, de acuerdo con lo establecido en la disposición final primera 
del Real Decreto 499/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Trabajo y Economía Social, y se modifica el Real 
Decreto 1052/2015, de 20 de noviembre, por el que se establece la estructura de las 
Consejerías de Empleo y Seguridad Social en el exterior y se regula su organización, 
funciones y provisión de puestos de trabajo y de acuerdo con la distribución de importes, 
recogida en la resolución conjunta de las Subsecretarías de los Ministerios de Educación 
y Formación Profesional y de Trabajo y Economía Social prevista en la disposición 
transitoria cuarta del mencionado Real Decreto 499/2020, de 28 de abril, y en la disposición 
transitoria segunda del Real Decreto 498/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

Tres. El 50 por ciento, como mínimo de los fondos previstos en el apartado anterior 
Dos, se destinará inicialmente a la financiación de los gastos necesarios para la ejecución 
de las iniciativas formativas dirigidas prioritariamente a trabajadores ocupados no vinculadas 
con certificados de profesionalidad, las acciones formativas dirigidas a la capacitación para 
el desarrollo de las funciones relacionadas con la negociación colectiva y el diálogo social 
previstas en el artículo 6.8 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, así como los gastos de 
funcionamiento e inversión de la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

Con carácter específico, se incluyen en este apartado las iniciativas de formación 
programada por las empresas; los permisos individuales de formación; la oferta formativa 
para trabajadores ocupados no vinculada con certificados de profesionalidad, y la 
formación en las Administraciones Públicas.

A la financiación de la formación profesional en las Administraciones Públicas, se 
destinará un 6,165 por 100 calculado sobre un porcentaje del 50 por 100 de la cuantía 
indicada en el apartado Uno de esta disposición adicional respecto de los fondos 
provenientes de la cuota de formación profesional, con cargo al presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal. En esta cifra, se incluyen los importes destinados a financiar la 
formación para el desarrollo de funciones relacionadas con la negociación colectiva y el 
diálogo social en las Administraciones Públicas.

Esta cuantía, previamente minorada en el porcentaje correspondiente al índice de 
imputación utilizado para el cálculo del cupo de acuerdo con la Ley 12/2002, de 23 de 
mayo, se incluirá como dotación diferenciada en el presupuesto de gastos del Servicio 
Público de Empleo Estatal para su aportación dineraria al Instituto Nacional de 
Administración Pública, adscrito al Ministerio de Hacienda y Función Pública, en tres 
libramientos en los meses de febrero, abril y junio. En el presupuesto del Instituto Nacional 
de Administración Pública figurarán territorializados los fondos correspondientes a las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para la financiación de la 
formación continua de sus empleados públicos. El abono de dichos fondos se realizará 
desde el Instituto Nacional de Administración Pública mediante transferencia nominativa a cv
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